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Este trabajo es realizado por un equipo que se propone seguir el desarrollo de la coyuntura mundial, así como sus particularidades en Latinoamérica y Argentina. El objetivo es producir una herramienta de análisis que contribuya a la discusión de la situación que vivimos. Para esto, se siguen a diario diversos periódicos y fuentes de información locales, latinoamericanos, estadounidenses y europeos, buscando una visión amplia que permita extraer las posturas y comportamientos de las diferentes burguesías y organismos nacionales e internacionales, en torno a temas tales como el desarrollo de la crisis y la recesión mundial, el desempleo, la concentración del capital, la apertura de los mercados, las políticas crediticias, comerciales, monetarias, laborales, de regionalización, de militarización, etc.
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Introducción

El valor de la producción mundial se incrementa a la mayor tasa desde los años 80. Pero en el acostumbrado coro aprobatorio de los propagandistas del libre mercado cobran fuerza ciertas notas disonantes, expresión de problemas que desafían el habitual sentido común de los economistas. ¿Cómo se compatibiliza la euforia por el “despegue” de la economía norteamericana, por sus dimensiones indudablemente la “locomotora” de la economía mundial, con la ya crónica depreciación de su moneda, expresión de su fortaleza? ¿Por qué, si EE.UU. crece, no crea empleos? En las páginas siguientes intentaremos, en primer lugar, dilucidar la estrecha lógica que encadena a ambos fenómenos y sus implicaciones. 

En épocas de grandes cambios, cuando nuestra identidad social y aún nuestra propia reproducción se encuentra amenazada, corremos el riesgo de refugiarnos en un pasado idealizado. De manera análoga, las fracciones de la burguesía en riesgo de ser eliminadas en el proceso de concentración (que emerge sin embargo de supropia lógica de reproducción), se atrincheran en apelaciones a “intereses nacionales”, en un intento parcialmente exitoso de sumar fuerzas sociales ante un antagonista que no pueden derrotar ni con el cual son capaces de establecer una alianza durable. No es únicamente el caso de América Latina, región en la cual la burguesía brasileña lidera el intento de limitar el proceso de apertura continental. También en las principales potencias se incrementa la percepción de que los procesos de fusión de empresas y el incesante abaratamiento de los equipos amenaza su monopolio tecnológico, base de su hegemonía política. Y, por otra parte, la deslocalización, que apuntala el crecimiento global y la concentración de la riqueza, genera efectos sociales inmediatos que ponen el riesgo la dominación política de la burguesía. Un economista liberal, pero con veleidades de autonomía académica, como Paul Samuelson, puede afirmar que “con toda probabilidad, esos empleos (los de los EE.UU.) presumiblemente se han perdido en forma permanente y no es probable que regresen en éste o futuros ciclos económicos” (C 1/2). Es más difícil que un político norteamericano en campaña pueda expresarse con tanta crudeza. Y por otra parte, ¿que pasaría con la realización de ese enorme flujo de mercancías que expresa el “despegue” de la economía mundial, si EE.UU. y las principales economías europeas se decidieran a atacar sus déficits, o si Japón, por ejemplo, se abstuviera de intervenir en el mercado monetario y debiera contentarse con su deprimido mercado interno? Subvenciones, guerras comerciales entre bloques y expansión monetaria son también formas en que operan las contradicciones en el corazón de la economía mundial. Lo viejo se resiste a morir, pero para hacerlo debe reformularse y desprenderse de sus capas ya desgastadas. La deslocalización y la erosión de los marcos nacionales no son, sin embargo, fenómenos nuevos. Volviendo a Samuelson: “Se trata de una aceleración de tendencias más que centenarias que se remontan a las revoluciones industriales de los siglos dieciocho y diecinueve” (C 1/2). Entretanto, en la capital del imperio, donde los jóvenes parecen destinados a “vender hamburguesas de McDonalds por el resto de sus vidas” (ver pg. 6 de este Análisis), como en las luchas centenarias de los Andes, lo nuevo es engendrado por lo viejo.
Situación mundial 

“Las bajas tasas de interés en EE.UU. y otros países desarrollados podrían estar alimentando una burbuja en los mercados emergentes, una situación no muy distante de las condiciones imperantes poco antes de la crisis asiática de 1997(...) los inversionistas y los bancos están inyectando fondos a las economías emergentes, especialmente en Asia, en busca de rendimientos más altos que los que obtienen en EE.UU., Europa Occidental y otros países desarrollados, donde las bajas tasas de interés han limitado la rentabilidad sobre los bonos y otras formas de crédito. El año pasado, los flujos financieros privados netos a los mercados emergentes aumentaron más de un 50%, a 187.000 millones de dólares, según un informe del Institute of Internacional Finance, un grupo lobby de la banca con sede en Washington” (WSJ, 23-1). Una predicción de semejante repercusión en medio de la 33ª edición del Foro Económico Mundial (FEM), celebrado este mes en Davos (Suiza), pone en evidencia la falta de consenso acerca de la fuerza de la recuperación económica y su prolongación en el tiempo. Comentemos de paso que el FEM, organizado y patrocinado por unas 2.000 grandes empresas (entre ellas las mayores multinacionales del planeta), se ha convertido hasta tal punto en un sinónimo de las políticas de libre mercado a toda costa, que el Foro Social Mundial (celebrado este año en Bombay), que aglutina a una plétora de ONGs y movimientos sociales con un fuerte énfasis “antiglobalización”, se desarrolla desde hace 4 años exactamente en la misma fecha, como un símbolo “anti-Davos”. Este año convivieron en el FEM declaraciones como la antes citada con otras de exultante optimismo. La creciente brecha entre la retórica y la realidad es producto de la necesidad de no hacer trizas la confianza del mercado; pues, como declaró Laura Tyson, presidenta del Consejo de Asesores Económicos durante la presidencia de Clinton y decana de la London Business School, “podemos criticar a EE.UU. por sus políticas insostenibles, pero es el país que empuja la economía mundial y no veo de dónde más pueda surgir” (WSJ, 22-1). Esta disociación entre deseos y realidad emerge en los principales temas abordados por el Foro, al cual significativamente sólo asistió un mandatario latinoamericano, Lucio Gutiérrez, de Ecuador. Los mismos serán desarrollados en este Análisis: debilidad del dólar, déficit norteamericano, crecimiento de China, estancamiento de las negociaciones en la OMC, escándalos corporativos y situación de Irak. En rigor, los deseos son la expresión pública de que sólo se puede continuar con este “crecimiento” desequilibrado, como expresó Bertrand Collomb, de la constructora francesa Lafargue SA: “existe la creencia de que EE.UU. está viviendo más allá de sus posibilidades (...) si uno cree en ello, entonces no puede tener confianza en que la recuperación continuará” (WSJ, 22-1).
Concentración, centralización y

apertura de los mercados

Reorganización productiva a escala mundial. Como venimos anticipando en informes anteriores, la relocalización productiva es el efecto más evidente y el inicio de una transformación en el sistema económico mundial. Podemos situar el punto de inflexión (lo que no quiere decir el factor desencadenante, pues se trata de tendencias de duración más prolongadas) en el año 2000, cuando dos hechos cambiaron abruptamente la dinámica económica. Por un lado, el fin del auge de las empresas de tecnología (la llamada “burbuja tecnológica”), que llevó a las acciones NASDAQ a apreciaciones cuya irrealidad demostró su posterior caída en picada. Por el otro, la incorporación de China a la Organización Mundial de Comercio (OMC), que supuso una liberalización progresiva de ese país como mercado de consumo y de “factores de producción” (mano de obra, materias primas y mercaderías). La caída del sector dinámico de la economía mundial fue sucedida esta vez por la emergencia de una región dinámica que, luego del reacomodamiento de los distintos capitales a la nueva situación, sostendría el crecimiento económico. Un hecho que ayudó a definir las reglas de juego de la nueva situación fue la invasión de productos chinos en el mercado mundial, multiplicada por el levantamiento de aranceles aduaneros, condición sine qua non para su incorporación a la OMC. Al compás del incremento inusitado y sostenido de las exportaciones, las empresas chinas fueron consolidando su presencia internacional, a la vez que alertaban a las empresas de los países de mayor desarrollo industrial a considerar la instalación de empresas conjuntas para producir en el país asiático. El bajo costo de la mano de obra era el principal acicate para la asociación con empresas chinas, el cuál derivaba principalmente del bajo costo de reproducción del sector rural chino (el control político de la salud, la educación, la tierra, los servicios públicos, etc. frenaba la inflación y, por ende, el incremento de salarios). Las primeras en hacerlo fueron las automotrices, y en ello influyeron principalmente las características de la rama en cuestión: el alto componente del transporte (por la relación peso, espacio y protección del producto) para un bien como el automóvil predispone a una regionalización de las plantas, en sintonía con los mercados a los que se dirigen. Por ello, inicialmente, las grandes automotrices (General Motors, Toyota, etc.) eran las que contaban con el capital necesario para asociarse con automotrices chinas y empujar el desarrollo tecnológico (composición orgánica de capital) de la empresa conjunta (al principio el estado chino impedía la instalación de empresas extranjeras o la adquisición total de una empresa china por otra extranjera). Con el tiempo, este proceso abarcó a prácticamente todas las industrias (con excepción de ciertas industrias estratégicas o de aquéllas en que predominaban empresas de tamaño medio y pequeño, incapaces –por su volumen– de relocalizar sus plantas) y comenzó a avanzar sobre los servicios: “IBM planea trasladar empleos de varios lugares de EE.UU. a China, India y Brasil (...) Un memorandum, que da sugerencias a los gerentes sobre cómo deben comunicar la noticia a los empleados afectados, advierte que términos como ‘en el país’ y ‘en el exterior’ no deben usarse nunca, y recomienda ‘no ser transparentes acerca del propósito/intención’. También sugiere que cualquier cosa que se le escriba a los empleados debe ser ‘limpiado’ por el personal de recursos humanos y comunicaciones. El departamento de recursos humanos de IBM ha preparado un boceto de ‘guión sugerido’ para que los gerentes lo sigan al decirle a los empleados que sus trabajos han sido trasladados” (WSJ, 19-1). Todos los países con capitales de envergadura intervinieron en dicho proceso, so pena de quedar relegados por la competencia de productos de menor costo.

Para EE.UU. (y los países centrales) este proceso significó inicialmente un beneficio en términos de crecimiento económico global (ver Análisis Diciembre-2003). Las empresas norteamericanas, por ejemplo, eran responsables del 50% del incremento total de las exportaciones chinas. Pero, por otro lado, significó un deterioro en las posibilidades del mercado consumidor norteamericano, pues los empleos perdidos por el cierre de plantas nunca fueron compensados por nuevos puestos de trabajo, y los que lo fueron lo hicieron con un nivel salarial menor (se calcula que en el nuevo empleo, por lo general en servicios, el salario es un 25% menor que en el industrial anterior). El gobierno de Bush ensayó con éxito ciertos paliativos: bajó las tasas de referencia de la Reserva Federal (Fed) al nivel más bajo en 45 años, lo que significó mayor dinero en poder del consumidor por refinanciamiento de hipotecas y planes de financiamiento con tasas cercanas a cero (tarjetas de crédito, préstamos personales y planes de ahorro); redujo los impuestos (principalmente a las empresas) y relajó los controles sobre el tipo de cambio para que el dólar encuentre su marca en el acomodamiento a la nueva situación. Como no podía ser de otra manera, estas medidas dispararon el déficit comercial –pues profundizaba la dependencia de la importaciones, siendo que las utilidades de la relocalización no alcanzaban los bolsillos del mercado de consumo masivo sino que quedaban en manos de las empresas– y el déficit de cuenta corriente –ya que las bajas tasas deprimieron el mercado de capitales norteamericano, haciendo atractivos las colocaciones en otras monedas. Ambos hicieron que EE.UU. precise un financiamiento externo de 1.500 millones de dólares diarios. Como telón de fondo, las necesidades políticas del gobierno republicano le imprimieron fuerza a la tendencia general (intervenciones armadas en Afganistán e Irak, reorganización de la seguridad interna, reforma del sistema de salud, protección de sectores vitales del electorado, como el siderúrgico, etc.).

Evidentemente, este panorama acrecienta la desconfianza del inversor y realimenta el ciclo, determinando por ejemplo que las compras europeas de compañías estadounidenses pasaran de 44.000 millones de dólares en 2002 a 13.500 en los primeros once meses de 2003 (WSJ, 2-1). Los optimistas pueden aducir que el flujo de inversiones directas en dólares aumentó a 60.100 millones en los primeros nueve meses de 2003, respecto de los 30.000 de 2002; pero conviene recordar que en 2000 representaba 314.000 millones. Resultado de la evidente debilidad de la economía norteamericana, el dólar se depreció frente a la mayoría de las monedas en 2003: contra el yen un 11%, contra el euro un 36% (el yuan chino permanece con cambio fijo). Espantado por los efectos comerciales de la apreciación de su moneda, el gobierno japonés pugnó por evitarla lanzando yenes al mercado por el equivalente de 200.000 millones de dólares, lo que el Ministro de Finanzas francés calificó en Davos como “verdaderas subvenciones a las exportaciones de estos países a favor de sus empresas (...) sería más sano discutir los desequilibrios comerciales y financieros en el seno del G20 (que incluye a China y la India) que en el G7” (LF, 26-1). El Banco Central Europeo (BCE) mantiene lo que llama una “política de euro fuerte”, y se niega a incrementar la oferta monetaria y aún a bajar las tasas (en un 2 % anual). Hay quienes entienden que esto obedece tanto a una lógica económica complementaria entre Europa y EE.UU., como al aprovechamiento de una oportunidad única para transformar al euro en una moneda alternativa que rompa con la “hegemonía del dólar”. Así lo expresa Antoine Brunet, jefe estratégico del HSBC: “Este estado de cosas nos anima a pensar que podría existir un acuerdo, consistente en que los EE.UU. continúen jugando el rol de locomotora del crecimiento mundial gracias a una política presupuestaria y monetaria flexible, a cambio de una depreciación generalizada del billete verde. De este modo, los socios comerciales de los EE.UU. podrían compensar el alza del euro con un aumento notable del comercio mundial (...) Haciendo un balance de los últimos cinco años, se desprende que el euro se impone claramente como moneda alternativa al dólar. Es impresionante constatar hasta qué punto la simetría en la evolución de ambas monedas es perfecta. Cuando el dólar sube, el euro baja, y a la inversa, lo que no fue nunca el caso del franco suizo, la libra o el yen” (LF, 31-12). No obstante, la política del BCE es objeto de fuertes controversias al interior de la UE, especialmente por parte de referentes de economías que, como la alemana, tienen un fuerte peso exportador. El Ministro de Finanzas alemán opinaba en Davos que “la debilidad del dólar es un problema para nosotros. Deseamos un compromiso creíble por parte de los EE.UU. para consolidar su déficit fiscal” (LF, 26-1). Este tremendo déficit (que alcanza ya al 5 % del PBI) contribuye evidentemente a la falta de confianza en el dólar y a su depredación, que atormenta a japoneses y no pocos europeos. Una especie de respuesta la proporcionó en el FEM Alan Binder, Profesor de Economía de la Universidad de Princeton, y antiguo número 2 de la Fed, al recordar “una famosa máxima del ex-secretario del Tesoro de EE.UU., John Connolly: ‘el dólar es nuestra moneda y el problema de ustedes’. Consideró que una baja suplementaria del dólar del 20 % sería bastante más traumática para el resto del mundo que para los EE.UU.” (LF, 26-1).
Señalemos otros índices que profundizan el panorama:

· Los extranjeros compraron en octubre pasado 27.600 millones de dólares más de acciones, bonos y colocaciones norteamericanas de lo que vendieron, un 560% de aumento respecto de los 4.200 millones de septiembre (WP, 26-12).

· De los 1,3 billones de dólares en bonos del tesoro norteamericano (deuda pública), cerca del 36% se encuentra en manos extranjeras. Los tenedores principales son: Japón (501.900 millones), China (141.900), Reino Unido (113.600), centros bancarios del Caribe –léase paraísos fiscales– (58.700), Hong Kong (52.000), Alemania (46.300), Taiwán (43.300), Corea del Sur (42.400) y la OPEP (41.300). (WSJ, 15-1).
Las cifras parecen expresar una contradicción en realidad aparente. La “confianza” en papeles de una moneda en baja encubre una necesidad: la de financiar (y nadie sabe a ciencia cierta hasta qué límite) el consumo de un país evidentemente por encima de sus posibilidades pero sin duda el único capaz de actuar como “locomotora” de la economía mundial. Sin embargo, viendo el proceso desarrollado más adelante (ver apartado “China sale de compras”) y dado que de las reservas totales chinas (403.300 millones de dólares) sólo una parte son títulos de deuda, evidentemente es posible prever algún cambio en la tendencia, pues el rendimiento de los bonos continúa en descenso. 
El proceso de relocalización productiva, que está en la base de este crecimiento desequilibrado, no es, sin duda, nuevo. Pero existen ciertos indicios que indican que es cualitativamente diferente a los anteriores (antes tenía lugar en momentos de debilidad económica – NYT, 3-1). En rigor, constituye una nueva fase del proceso de concentración y centralización del capital. Más tarde o más temprano, la Tendencia Decreciente de la Tasa de Ganancia, ley fundamental del sistema capitalista, comenzará a pulverizar las ventajas comparativas de esta colosal reorganización productiva y empujará a los grandes capitales a centralizarse aún más (nueva redistribución productiva entre los distintos bloques comerciales y al interior de cada uno) o a destruir fuerzas productivas en grandes cantidades. Observemos ciertos hechos que nos pueden brindar algún indicio de cómo puede desarrollarse la tendencia.

China sale de compras. Teniendo en cuenta los índices de desempeño de la economía china (en los primeros once meses de 2003, el PBI aumentó un 8,5%, las exportaciones un 32,9%, las importaciones un 39,1% y las inversiones en activos fijos un 29,6%), es ostensible considerar la posibilidad de que pase de oportunidad de inversión a formidable competidor. Aunque de poco volumen aún, algunos aspectos ya marcan ese incipiente cambio:

1) Adquisición de marcas: “la adquisición de empresas occidentales y otras marcas extranjeras por parte de sus pares chinas señala un importante cambio en la cadena de suministro desarrollada en las últimas tres décadas entre Occidente y Asia. Aunque estas compras no son numerosas, está todo dispuesto para que sigan en aumento, preámbulo de lo que bien podría ser la próxima fase en la evolución industrial china. En lugar de intentar reducir constantemente sus costos de producción para aumentar sus márgenes, las empresas chinas ahora pretenden capturar el valor de marca: la capacidad para vender sus productos a un precio más alto directamente a consumidores que están dispuestos a pagar más por una marca reconocida (...) hay varios factores responsables (...) Muchas estadounidenses, especialmente de tamaño mediano (...) han sufrido la competencia de marcas más baratas de Asia. Además, las grandes cadenas minoristas de EE.UU. han hecho que las marcas locales más débiles se enfrenten a ellas, pidiendo mayores descuentos, entregas más rápidas e inventarios menores. Por otra parte, las propias fábricas chinas están sintiendo el efecto de esa presión en la de márgenes más reducidos (...) los márgenes con marca son de 8% a 10% comparado con el 3% a 4%” (WSJ, 29-12). 

2) Adquisición de empresas: “TCL International Holdings Ltd. firmó un acuerdo para asumir una participación mayoritaria en una empresa conjunta con la francesa Thomson SA (...) que crearía el mayor fabricante de televisores del mundo (...) La gigante química National Bluestar Group Corp firmó un acuerdo inicial para adquirir una participación controladora en Ssangyong Motor Co., la cuarta automotriz de Corea del Sur (...) Los ejecutivos chinos que quieren invertir en el extranjero dicen que buscan escapar a las barreras regulatorias y al exceso de capacidad en su mercado interno (...) Los primeros beneficiarios de esta nueva exploración serán probablemente los vecinos de China, los mismos países del Sudeste Asiático que recientemente se lamentaban de que China estaba capturando inversión extranjera a su costa” (WSJ, 30-1).

Monopolio tecnológico norteamericano en la picota. “¿Qué se supone que van a hacer nuestros hijos? ¿Barrer alrededor de computadoras japonesas y vender hamburguesas de McDonald´s el resto de sus vidas?” (NYT, 22-12). La cita, muy actual, pertenece al ex-Vicepresidente Walter F. Mondale (del gobierno demócrata de Jimmy Carter, 1976-1980) y refleja un temor creciente en el establishment norteamericano. La pérdida de hegemonía comienza a tener implicancias graves en el sector tecnológico (y por ende de servicios): “una organización del sector tecnológico (Computer Systems Policy Project) renovó los llamados al gobierno para que realice mayores gastos y recorte impuestos para impulsar la investigación, mejore las matemáticas y la ciencia en la educación y establezca políticas para hacer de la infraestructura tecnológica una prioridad nacional. Con India, China, Rusia y otros países transformándose en centros tecnológicos, los ejecutivos alertaron sobre la posibilidad de que sin medidas EE.UU. pierda su dominio en la economía del conocimiento (...) También advirtió en contra de establecer barreras al comercio, como forma de calmar las preocupaciones por los traslados de empleos del sector” (WP, 8-1). En el caso de la UE, las perspectivas parecen aún peores: “Europa sufre de un retardo de productividad considerable con los EE.UU., de 12 % por hora trabajada, que afecta directamente la riqueza respectiva de ambos (...) Según la Comisión Europea, lo que explica estos desajustes es la retracción de la inversión, observable a partir de mediados de los 90, en particular en el área de alta tecnología” (LF, 22-1). 
La pérdida de cierta hegemonía en la tecnología y el traslado de empleos al exterior parecen nutrirse mutuamente. Echemos un vistazo a China, como siempre marcando tendencia: “el gobierno chino ha dado pasos inusuales que pueden conducir a nuevas tensiones comerciales con EE.UU., de acuerdo a ejecutivos de Sillicon Valley, expertos en comercio y funcionarios. Las medidas incluyen esfuerzos para desarrollar estándares de software chino para computadoras, la introducción de formatos tecnológicos exclusivos en las futuras generaciones de teléfonos celulares y DVD (...) Las preocupaciones se incrementaron cuando anunciaron que los fabricantes de computadoras y microchips que deseen vender ciertos productos en el país deberán usar un software de encriptamiento chino y co-producirlos con compañías chinas designadas (...) Los códigos de encriptado para comunicaciones siempre fueron tratados como una cuestión de seguridad nacional y celosamente determinados por los gobiernos. Durante años, EE.UU. también intentó controlar los estándares de encriptado (...) Hoy, la principal organización internacional de estandarización tiene representación de muchos países, incluyendo China, pero EE.UU. tiene la mayor influencia sobre él (...) y los esfuerzos chinos por desarrollar sus estándares para la nueva generación de DVD aparece como un esfuerzo para evitar pagos de regalías a las corporaciones japonesas, europeas y norteamericanas. La mitad de los reproductores de DVD son fabricados actualmente en China” (NYT, 13-1). Dominar la estandarización implica tener la llave de la tecnología y las comunicaciones digitales (Internet). Dado el predominio en la fabricación de electrónicos a nivel mundial (por volumen) y a las tendencias desarrolladas en el apartado anterior, las medidas parecen mostrar un salto en la disputa tecnológica por parte de China.

La forma nacional del capitalismo aprisiona su esencia mundial. Dos megafusiones con distintas posibilidades de éxito y en distintas ramas de la economía resaltan las contradicciones entre la base política nacional para la pelea por los mercados y las tendencias a la integración mundial y a la internacionalización de los capitales. 

1) Farmacéuticas: numerosos rumores de fusiones aparecieron en los medios. Se trata de protagonistas de peso del sector que buscan fortalecer su cuota de un mercado en el que la competencia de los genéricos absorbe aproximadamente U$S 55.000 millones anuales al sector, según una estimación de Standard and Poor’s (LF, 26-1). Existen, entre otros, rumores de fusión entre Schering (EE.UU.) y Novartis (Suiza), Procter & Gamble (EE.UU.) y Aventis (Francia-Alemania), Novartis y Roche (LF 20-1). Pero la más significativa de ellas, por su carácter, es la oferta hostil (60.480 millones de dólares, 20% en efectivo y resto en acciones) que el 2º laboratorio francés, Sanofi-Synthélabo, lanzó sobre su rival franco-alemán Aventis. Sanofi está controlado por TotalFinaElf (43% del capital) y L´Oreal (26%, que a su vez es controlado por Nestlé) y aspira a absorber a Aventis (4º grupo en el mundo, cuyo principal accionista es el holding Kuwait Petroleum Corporation) para encaramarse en el tercer puesto en el sector a nivel mundial, luego de la norteamericana Pfizer y la británica GlaxoSmithkline (WSJ, 27-1). Rápidamente Aventis rechazó la oferta asesorado por los bancos Goldman Sachs, Rothschild y Morgan Stanley, y probablemente opte por la introducción de otro oferente para fusionarse; las empresas que aparecen con mayores posibilidades serían la suiza Novartis (WSJ, 30-1) y la británica Glaxo (LF, 26-1). Lo relevante es el aspecto político de la operación: “Jean-Francois Dehecq, amigo personal de Jacques Chirac, parece estar respondiendo al deseo del gobierno francés de ver el surgimiento de gigantes galos en sectores clave de la economía mundial. En 1999, por ejemplo, el gobierno francés respaldó la oferta hostil del grupo energético Total S.A. por su rival Elf, porque el pacto prometía crear la cuarta petrolera mundial” (WSJ, 26-1). Inclusive, “el primer ministro Jean-Pierre Raffarin, se unió a un creciente coro de líderes franceses que expresaron su apoyo a la adquisición (...) y respaldaba la creación de ‘campeones nacionales’ entre las empresas francesas, en una clara alusión a que las compañías extranjeras deberían pensarlo dos veces antes de entrar a la pelea por Aventis” (WSJ, 27-1). Inversamente, los alemanes reaccionaron a la defensiva: el parlamento del Estado Federado de Hesse (región especializada en biotecnología en la cual Aventis emplea a 9.000 trabajadores) se pronunció en contra de la megafusión, aduciendo que no sólo los empleos alemanes irían a parar a Francia, sino que la fusión implicaría con seguridad la desaparición de Hoechst (laboratorio integrado a Aventis) y consecuencias irreversibles para la investigación farmacológica alemana. 

2) Bancos: contrariamente al ejemplo de las farmacéuticas, los accionistas se mostraron encantados con la operación por la cuál J.P. Morgan Chase & Co., segundo banco norteamericano, adquiriría Bank One Corp., el sexto, por U$S 58.000 millones en acciones. Al igual que la fusión entre Bank of America Corp. (3° banco de EE.UU.) y FleetBoston Financial Corp. (7°) (ver Análisis – Noviembre 2003); la intención es competir en el segmento de banca minorista y tarjetas de crédito, que posee ganancias sólidas y seguras aunque con menores márgenes que la banca mayorista y corporativa. También la competencia profundizará la pelea por el mercado hispano (ver “Reforma a la política inmigratoria”). El acuerdo no enfrenta trabas regulatorias significativas ni injerencias del poder político (WSJ, 15-1 y 16-1). 

Situación Política

Reforma a la política inmigratoria. El presidente George Bush anunció una ambiciosa reforma del sistema migratorio, la mayor en 17 años, que despertó críticas tanto dentro del oficialismo como de la oposición. La misma está dirigida a regularizar la situación de entre 8 y 14 millones de inmigrantes ilegales y los que continúen llegando. Veamos las principales características de la medida, el impacto en los distintos sectores de la economía y las motivaciones que promovieron la misma.

Los puntos principales de la reforma son:

(1) Nueva visa temporal por tres años, con la posibilidad de renovación por otros tres más. Dicho visado no asegura residencia permanente. (2) Los extranjeros podrán acceder a la nueva visa si tienen un empleo esperándolos en EE.UU., aunque el puesto deberá ser ofrecido primero a un norteamericano. (3) Los indocumentados deberán pagar un arancel y podrán traer a sus familias siempre y cuando demuestren que pueden ser mantenidas con su salario. (4) El trabajador depende del auspicio del empleador para poder regularizar su situación.

Mientras los sectores más conservadores del Partido Republicano la tildaron de “amnistía” demasiado generosa, los grupos hispanos y los candidatos demócratas la calificaron de insuficiente y la vincularon directamente con las ambiciones electorales del presidente Bush. Como manifestó Cecilia Muñoz, vicepresidente del Consejo Nacional de La Raza, grupo hispánico, “le piden a las personas que se suscriban a un programa que está dirigido a asegurar su partida más que su residencia permanente” (NYT, 7-1). En definitiva, acceder a un registro pormenorizado de los inmigrantes facilita su expulsión cuando ésta sea requerida por cuestiones políticas, económicas o de seguridad. Asimismo, beneficia a varios sectores y ramas de la economía al incorporar al sistema a una vasta población:

· A los bancos, ya que transfiere un suculento mercado de remesa de divisas (que en el caso de México constituye la segunda fuente de divisas del exterior) del mercado negro (mesas de dinero, etc.) al mercado de banca minorista (con la posibilidad de brindar servicios en el segmento de préstamos personales y tarjetas de crédito). En este sentido, las recientes fusiones (ver apartado “Forma nacional...” ) son una preparación del terreno para captar parte de dicho mercado: “Otra batalla entre los conglomerados se dará en el mercado hispano. La fusión duplicará el número de sucursales en el estado de Texas. Citigroup está sumamente enfocado al mismo mercado, pero ha asumido una estrategia diferente. Compró uno de los mayores bancos de México y el sistema de sucursales bancarias Golden State de California” (WSJ, 16-1).

· A las empresas empleadoras en EE.UU. La medida continúa fragmentando el mercado de trabajo, pues es plausible considerar que seguirán existiendo los ilegales (principalmente por su utilización en pequeñas empresas y en la agricultura). Con lo cuál existirán tres categorías de empleo. A la vez permite a empresas grandes contratar mano de obra foránea más barata y que cumple con las normas legales. Teniendo presente el escándalo en Wall-Mart con los serenos indocumentados (ver Análisis – Noviembre 2003), permite a las empresas grandes (con mayor exposición pública) contar con mano de obra barata y dócil. Esto ocasiona que “si un trabajador depende de que el empleador complete la petición, éste pasa a tener una tremenda influencia sobre aquél” (NYT, 7-1). Con seguridad, continuará presionando a la baja del salario en todos los segmentos productivos e incrementando la brecha entre ingresos: en el 4° trimestre de 2003, los salarios más bajos disminuyeron 0,5%, mientras que los más altos aumentaron 1,6% (WSJ, 23-1). 

Aparece claro que la reforma no representa un beneficio para los inmigrantes sino que responde a la intención, por un lado, de captar al creciente electorado hispánico en vista de la reelección presidencial y, por el otro, en vísperas de la cumbre de Monterrey, brindar alguna señal para mejorar la posición norteamericana en las negociaciones por el ALCA (el 60% del total de los inmigrantes son mexicanos). De todas maneras, la iniciativa responde a una necesidad real, ya que “se suponía que el estricto patrullaje en la frontera entre México y EE.UU., que comenzó en los ’90 y se reforzó tras los ataques terroristas de 2001, contendría la oleada de inmigrantes ilegales. Pero la realidad es otra” (WSJ, 10-10).

Recesión y Desempleo

Escándalos corporativos. “La responsabilidad social corporativa (RSC) fue inventada porque se consideraba inadecuada la acción de los gobiernos: la política ortodoxa era un engaño, de modo que había que presionar directamente a las firmas con protestas organizadas. Luego de diez años, en vez de declarar la victoria, las ONG desencantadas como Christian Aid consideran a la RSC como el engaño mayor y por tanto reclaman a los gobiernos que retomen sus deberes” (TE, 24-1). La frase, emitida en el Foro Económico Mundial de Davos, que se pronuncia a favor de un “capitalismo sano”, tiene como escenario de fondo un escándalo de proporciones aún no determinadas. El fraude de la láctea italiana Parmalat, el recién revelado de la europea Adecco (la empresa de empleo temporario más grande del mundo) y el juicio que involucra a ex-directores de la alemana Mannesmann, en el proceso de su absorción hace 4 años por la británica Vodafone, demuestran que, más que excepciones, estos oscuros mecanismos son reglas del capitalismo y que no se limitan a EE.UU. El caso de Parmalat salpica a gigantes financieros como Citigroup (involucrado en Enron también) y Bank of America, empresas de auditoría como Deloitte Touche y Grant Thornton. Se estima que la empresa quintuplicó los ingresos y ocultó (con un alto grado de tolerancia bancaria) pasivos por 12.500 millones de euros. Los fondos que se esfumaron ascenderían a 7.000 millones de euros reales (WSJ 27/1), descontando los miles de millones que resultan de la brusca depreciación de las acciones de empresas envueltas en este tipo de episodios. Para tener una noción de lo burdo del escándalo: “una filial de Parmalat aseguró haber vendido suficiente leche a Cuba como para dar a cada cubano cerca de 210 litros de leche al año” (WSJ, 31-12).

Regionalización y militarización

“Otra victoria como ésta y estoy perdido”

(Pirro de Epiro –318-272 A.C.–, luego de 

vencer a los romanos en Asculum)

Irak. La situación en ese país es cada vez más complicada para los EE.UU. En efecto, pese a que en los medios norteamericanos ya ocupa un espacio marginal, el gobierno de Bush se ve empujado por las circunstancias a solicitar ayuda a la ONU. Su proyecto de elecciones indirectas con 18 convenciones regionales es cada vez mas irrealizable, la oposición chiíta al mismo se tradujo en la mayor protesta desde la caída del régimen (WP, 20-1) y en marchas prácticamente diarias en numerosas ciudades del país. Al parecer, el Ayatollah Ali Sistani comienza a constituirse en el eje de la unidad opositora, a juzgar por el súbito e imprevisto viaje del administrador norteamericano Bremer a Washington para reformular la propuesta norteamericana y, de esta manera, hacerla más apetecible para la oposición chiíta. Evidentemente, la correlación de fuerzas comienza a deslizarse en favor de este sector, mayoría en la población iraquí.

Asimismo, en otra muestra clara de las dificultades, el Consejo de Gobierno nativo, con anuencia de Sistani, contradijo a EE.UU. respecto de la autonomía kurda, apoyando el mantenimiento del status actual y en contra de la iniciativa de EE.UU., que prefiere un gobierno central más fuerte (NYT, 10-1).

Mientras tanto, los llamados en Davos y Washington a la ONU llegan a oídos sordos. Quizá porque se combinan con recurrentes pedidos de reducción de la deuda iraquí a los países más desarrollados, aunque ahora se apeló a los países árabes, acreedores de Iraq por 45.000 millones de dólares, sin considerar los 100.000 millones que se reclaman en reparaciones de guerra, supera a los 40.000 del resto. Las respuestas en general son idénticas: “estamos dispuestos a realizar una quita sustancial si el resto de los acreedores lo hace”. Ahora, ¿qué pecador arrojará la primera piedra? 

O tal vez, porque continúan los escándalos alrededor de los contratos (fraudes demostrados pero con culpables exonerados y con nuevos contratos) o porque la revelaciones sobre la inconsistencia de las pruebas para justificar el ataque se siguen acumulando (esta vez fueron el ex-secretario del tesoro Paul O´Neill, que reveló que el ataque estaba decidido aún antes del 11 de septiembre de 2001, y documentos desclasificados, que demuestran que en 1984 Donald Rumsfeld fue a Irak para estrechar lazos que incluían el suministro de tecnología para armas químicas durante la guerra con Irán).

En definitiva, los países a los que se llama ya no quieren acudir al reparto de las pérdidas o las magras utilidades de una “victoria a lo Pirro”.

America Latina

Parece ser que la moda en este continente son las cumbres. En los últimos meses hemos tenido varios de estos encuentros donde se miden relaciones de fuerza política entre los distintos bloques y países que se disputan los espacios –y el predominio sobre los mismos– en la región. Esta vez la cita fue en Monterrey, México, y estamos hablando de la Cumbre de las Américas, convocada por EE.UU. en forma extraordinaria, en un evidente intento de marcar los rumbos posibles en la región latinoamericana, entendiéndose al ALCA (y/o EE.UU. con sus diversos TLC) como el correcto; y poniendo a Cuba –quien nunca participa de la Cumbre de las Américas– junto a Venezuela en la línea opuesta. En el medio están los países de América del Norte y Central –que firmaron los tratados con EE. UU.– y los países que integran la Comunidad Andina de Naciones (CAN) y el MERCOSUR, a los que el país del norte trató de amedrentar poniéndolos entre el bien y el mal, es decir, entre el ALCA, y el eje Cuba/Venezuela. Pero los resultados –como muchos últimamente para EE.UU. en este tipo de encuentros– no fueron del todo favorables. Chávez fue más protagónico de lo que los norteamericanos esperaban y, además, Venezuela entabló relaciones con el MERCOSUR nuevamente y no logró ser aislada, tal como lo pretendía el impulsor de la Cumbre. El panorama a EE.UU. se le siguió complicando con el duelo de fichajes que le inició Brasil, que, por más que pueda parecer algo banal, es otra expresión de los palos en la rueda que se le tejen al país del norte desde América del Sur. Por si fuera poco, esta debilidad se expresa también en su relación con Cuba, donde la única estrategia política que muestra EE.UU. es la espera de la muerte de Castro, que ve como la única alternativa para erradicar el comunismo del mapa. 

Por el otro lado, no es homogéneo el enfrentamiento contra EE.UU. y la imposición del ALCA. Venezuela sigue los caminos de Cuba, a la vez que vuelve a buscar la vía MERCOSUR para arrastrar fuerzas. Este último bloque acepta el acercamiento de Chávez de la misma forma que lo hizo con Perú, es decir, para seguir sumando fuerzas; y también contradicciones (ver conflicto por las importaciones de textiles – Sección Argentina). 


Desde el punto de vista político hay que destacar algunos hechos. Los Tratados de Libre Comercio (TLC) de Centroamérica y resultados como los de las elecciones en Guatemala, que llevaron al poder político a los sectores más concentrados, parecen despejar en parte la vía a EE.UU. A la inversa, la intransigente movilización del pueblo boliviano está empezando a obsesionar al gobierno de Bush, más por su fuerte carácter de ejemplo para otros pueblos que por el peso real de la economía de Bolivia. Brasil merece también un comentario aparte. La alianza de su gobierno con el centro-derechista PMDB, confirma la tendencia cada vez más clara de Lula de apuntalar sus “reformas” en una fuerza política multiclasista con cada vez mayor presencia de una burguesía “nacional” cohesionada.

La cumbre de Monterrey. Convocada por EE.UU. para tratar varios asuntos (en palabras del secretario de estado, Colin Powell: “estimular el crecimiento económico, promover el buen ejercicio del gobierno, luchar contra la corrupción e invertir en la gente, especialmente en educación y salud”) estuvo precedida por una serie de definiciones fuertes por parte de la administración republicana. A mediados de diciembre, el secretario de defensa Rumsfeld le indicó al ministro argentino José Pampuro: “queremos un gesto para saber si estarán con Chávez y Castro o con nosotros. Trasmítaselo a su presidente”. Más tarde, Otto Reich “informaba” que aproximadamente dos tercios de la población venezolana está contra Chávez, que la oposición estaba reuniendo “posiblemente hasta cuatro millones de firmas válidas” y que en Venezuela había “cientos, si no miles de personas de edad y apariencia militar de Cuba”. Noriega fue más allá asociando a Castro y Chávez con la desestabilización de gobiernos democráticos y con el narcotráfico: “Para Bush, una línea de pensamientos y negocios une a Morales, Chávez y las FARC.”(LN, 9-1). 

Por la positiva, EE.UU. apenas tuvo algo que ofrecer a sus socios del NAFTA: para Canadá el ingreso al negocio iraquí, para México, el nuevo régimen migratorio del que hablamos en la sección anterior. Para el resto, algo no tan tangible pero mucho más discutible: la perenne insistencia de Bush de que el ALCA es el camino contra la pobreza (TE 17-1, LN 13-1). Así, sólo reiteró las viejas demandas de mayor apertura económica, frente a las que recibe dos tipos de respuestas: una que pide que la apertura sea negociada –y se expresa como la demanda de “justicia y beneficios mutuos” por parte de, entre otros, Lula o Kirchner– y otra que apunta a una alternativa que prioriza “invertir en la gente”, presentada por Hugo Chávez. Justamente aquél a quien Washington busca aislar, se reunió con 7 jefes de estado (de Argentina, Brasil, México, Costa Rica, Paraguay, Jamaica y Nicaragua) y dejó sentadas dos cosas sobre la situación política del continente. Una es el fin de su soledad en la crítica al modelo neoliberal dentro de las cumbres continentales. Así destacó “el surgimiento de un nuevo liderazgo con un nuevo discurso muy claro y muy valiente, con una batería de propuestas: Lula, Kirchner y otros más (…) Ahí está, ya hay un grupo, se está formando un bloque alternativo y eso no tiene vuelta atrás. Y no es que seamos nosotros cinco o seis nada más, es que representamos a millones que antes no tenían representación en estas cumbres. Creo que eso es lo más grande que ha pasado en esta cumbre.” (Chávez a la BBC). Esto es lo que se lamenta desde el semanario liberal The Economist: desde América del Sur hubo muchas expresiones de desencanto hacia el liberalismo económico, exponiendo el abismo entre norte y sur (TE, 17-1). 


Por otro lado, y pasando a lo propositivo, el líder venezolano, en su discurso ante la cumbre, propuso, en primer lugar, declarar la emergencia social en el continente, para luego destacar los progresos de su país en materia de educación y salud: un millón de alfabetizados en seis meses con la perspectiva de erradicar el analfabetismo en julio de 2004 y cobertura de salud para 95% de la población, frente al 40% en 1998. Esto a pesar una caída del PBI del 29% en el primer trimestre de 2003 debido al “paro cívico” del antichavismo. Como contraste, Chávez ilustró la situación del Brasil de Cardoso: crecía el PBI pero también la pobreza. Y la ilustración no es inocente si vemos la situación actual de Brasil. Con esto no podría enfatizarse más la necesidad de priorizar lo político por sobre lo económico para dar respuesta a los problemas de los latinoamericanos. Cabe agregar que Chávez reiteró ante los periodistas el apoyo y la participación de Cuba en los proyectos de alfabetización y salud, eso que Washington denuncia como personas de edad y apariencia militar. 


Y este posicionamiento no aísla a Venezuela. De ello da cuenta el relanzamiento de su incorporación al Mercosur, algo postergada en los últimos tiempos a favor de la ampliación del bloque hacia miembros más moderados –tal es el reciente caso de Perú. Más allá de la diferencia en cuanto a proyecto político, el inmoderado Chávez le es necesario al Mercosur para consolidar fuerzas que le hagan posible negociar en mejores términos la incorporación al ALCA. Esa posibilidad que las burguesías latinoamericanas buscan –y parecen encontrar– forzando a un ALCA más lejano en el tiempo y más “a la carta”. 

Cuba: un ausente que siempre dice presente. Hagamos un paréntesis sobre la relación entre EEUU y Cuba. Sabido es que el único país ausente en la Cumbre de las Américas fue siempre Cuba. Aunque ausente es un decir. Ya que, como quedó reflejado en la propia voz de los norteamericanos, son ellos mismos quienes hacen que la isla esté presente a la hora de marcar los alineamientos del resto de los países y de condenar la cercanía o no de ellos a Cuba. Además del camino condenatorio en forma directa, parece ser que, actualmente, la estrategia predominante de EE.UU. en su ataque a la isla es la de “preparar un plan de emergencia para el día en que muera Fidel Castro” (LN, 23-1), cuestión sobre la que se instaló una gran propaganda mediática –sobre todo desde Miami– y que parece ser muestra de último recurso, al no lograr pleno consenso en América para mantener una política agresiva y condenatoria contra el estado cubano. Si en la Cumbre, EE.UU. se irritó con las declaraciones de Chávez, faltaba algo más de parte del líder venezolano, y fue su visita sorpresa a la isla ni bien salió de Monterrey, para evaluar junto con Fidel Castro los resultados del encuentro de Monterrey y los posicionamientos en el mapa latinoamericano. 


Mientras tanto, en la isla, días antes de esta Cumbre –el 1 de enero precisamente– “millones de cubanos movieron sus pies y sus caderas al compás de la música en los festejos convocados en toda la isla para celebrar el 45° aniversario de la revolución”(C, 3-1). Ritmo de son por un lado y planes de emergencia por otro. En declaraciones del gobierno cubano en torno al festejo, se dijo oficialmente que “el 2004 será otro año de batalla contra las adversidades y para abrir nuevos caminos a la esperanza”, (C, 3-1). 

Números que no sorprenden, “reciprocidad” y MERCOSUR. Y justamente es desde los países del MERCOSUR donde se intenta confrontar contra el ALCA y su impulsor, EE.UU. La relación de fuerzas se encuentra en este momento de la siguiente manera: la vuelta de Venezuela a las conversaciones con los países del bloque, acuerdos con la Comunidad Andina de Naciones (CAN) el mes pasado, el ingreso de Perú, aunque más no sea como Estado asociado, la sociedad entre Argentina y Brasil que otorga solidez al bloque regional, como quedó expresada en la Cumbre de Montevideo (ver Análisis Diciembre – 2003). Detrás de todo esto, Brasil sigue intentando mantener el liderazgo de esa pelea. Y dejémoslo claro una vez más: se pueden tener –como recién quedó reflejado en el caso de Venezuela– proyectos políticos distintos y, sin embargo, estrechar lazos de cercanía para pelear contra el más fuerte. Y Brasil –siempre lo mencionamos en este Análisis– muestra la mayor ambigüedad de pelear contra el más grande y de hacer algunas cosas que el más grande quiso que hagan todos los países de la región durante los ‘90. Lo que a Brasil le pasa por dentro es la misma ambigüedad que existe entre los distintos países en su lucha contra el ALCA. 


¿Ambigüedad azarosa o necesidades de la burguesía brasileña? Los datos arrojados a un año de balance del gobierno de Lula muestran los resultados de una política económica que expresa la preponderancia de sectores del capital concentrado y de la banca internacional. La ortodoxia financiera, a menudo aplaudida desde Washington y elogiada constantemente por el FMI, entregó como resultado los siguientes números: 600.000 nuevos desocupados; 12, 9 % de desempleo (cifra oficial, sin contar subocupación) contra el 10 % de enero del año anterior; 0 % de crecimiento del PBI; y 16 % de pérdida del poder adquisitivo de los brasileños; entre otros datos (LN, 29-12). Los números arrojan un saldo favorable en lo que es el superávit comercial, con un 21,8 % superior respecto al año 2002, producto de la agresiva política exterior en materia de acuerdos comerciales, cuyo artífice es el canciller Celso Amorim. Este dato es visto, en conjunto con la baja del riesgo país a 480 puntos básicos –de los 2400 puntos que había cuando asumió Lula– y la alta cotización de los bonos de la deuda brasileña –superior al 100 % de su valor nominal– como lo positivo de la política económica en el primer año de gestión. Evidentemente, salvo la queja de los sectores industriales textiles de San Pablo, pareciera existir una armonía entre seguir los lineamientos del FMI, una política de fuerte exportación y retrasar el ALCA para negociarlo en “mejores términos”. Puede haber sectores de la burguesía brasileña que apuesten más a una dirección que a otra, pero de conjunto parece Lula sintetizar políticamente dichos intereses y expresar las necesidades de la burguesía en su conjunto. Quizás la dimensión de la burguesía brasileña –sin duda la más importante dentro de América del Sur– permite seguir buscando un lugar más sólido en el mercado internacional, para lo que debe enfrentarse al ALCA o al menos ponerle condiciones y mantener, al mismo tiempo, un esquema económico ortodoxo que logre seguir disciplinando al trabajo. Incluso, el sector más perjudicado por la ortodoxia, que expresa el vicepresidente –uno de los industriales más poderosos de América latina– José Alencar, hace siempre saber que tiene condiciones de pelear en algunas ramas (como la textil por ejemplo) contra capitales más concentrados, como podrían ser los de EE.UU. Por ende, el ALCA les podría ser beneficioso si es que ganan nuevos mercados (ver Análisis anteriores). 


Justamente de lo que tratamos de hablar con el ejemplo de Brasil –aunque se podría aplicar sobre los demás países del MERCOSUR– es de seguir enfrentándose con EE.UU. y sus intentos de hegemonía. Y hubo un hecho, el roce diplomático al que llegaron Brasil y EE.UU. producto del fichaje a los ciudadanos estadounidenses que entran al cálido país del sur, que puede ser entendido como otro round de medición de fuerzas entre las regiones al interior del continente americano. La respuesta de los brasileños a la medida de Washington de fichar a todos los visitantes de origen latino, africano y asiático, como forma de prevención contra el terrorismo, fue una orden que libró un juez del Estado de Mato Grosso y que, con el correr de los días, fue ratificada con un decreto presidencial, endureciendo la apuesta desde Brasilia de exigir al Departamento de Estado norteamericano –mediante un pedido de Amorim al propio Powell– que revean las medidas de control, al menos para con los brasileños. Ante la negativa de los norteamericanos, el Tribunal Federal Brasileño ratificó la medida tomada por el juez, con el visto bueno desde Brasilia, donde los hombres del gobierno de Lula se habían mantenido en silencio los primeros días, pero luego, a través del decreto presidencial y de las acciones del canciller Amorín, se hicieron cargo de la situación de enfrentamiento; así, “el sector diplomático del gobierno operó para que Lula avalara la decisión del juez del interior e hiciera suya la medida”(LN, 16-1). Queda claro que las fotos y las huellas de los aproximadamente 1500 estadounidenses que llegan al Brasil no es lo que le interesa al gobierno de Lula. Tampoco le debe preocupar que cientos de brasileños pierdan algún rato en alguno de los 115 aeropuertos internacionales de EE.UU. Por el contrario, debe entenderse la medida como una represalia contra la política norteamericana y al posicionamiento dentro del esquema de relaciones de fuerza política en América. En este sentido, ya hay un proyecto de legisladores del PT para que los integrantes del MERCOSUR adopten las mismas medidas y lograr así una respuesta en bloque (la medida será llevada a un encuentro de legisladores del MERCOSUR que se realizará en Buenos Aires el próximo mes). Además, el apoyo del gobierno a la medida puede ser interpretado como una compensación por el nuevo viraje a la derecha que realizó el PT (ver Situación Política), como forma de contener al ala progresista del partido (LN, 16-1). Incluso, apelando a cuestiones de “soberanía” en la justificación desde el derecho internacional de la medida tomada, el gobierno se puso de su lado a la opinión pública. En definitiva, “con un gran apoyo entre los brasileños [la medida] refuerza la pretensión del Brasil de conquistar el liderazgo regional”(LN, 16-1).

Situación política

Evaluando la situación política a partir de cómo se encuentra el esquema regional, podemos destacar la renovación de autoridades en Guatemala para seguir de cerca, al menos a través de los mecanismos de representación institucional, la receptividad o no de la implantación de los Tratados de Libre Comercio (TLC) entre EE.UU. y Centroamérica. Luego nos desplazaremos al conflicto entre Chile y Bolivia por la salida al mar, haciendo hincapié en la situación interna de Bolivia y la continuidad de la acción de las masas y la inestabilidad institucional en la zona andina que tanto le preocupa a EE.UU. Por último, examinaremos la lógica y las posibles consecuencias del corrimiento a la derecha del gobierno brasileño.

Elecciones y TLC en Guatemala. La última etapa del proceso electoral guatemalteco se resolvió con el sistema de ballottage, al igual que en las últimas 5 elecciones presidenciales desde 1985. Se dio una participación menor del electorado, en comparación con la primera vuelta, pero, a diferencia de instancias anteriores, sin registrarse actos violentos. El empresario azucarero y bananero Oscar Berger, de la conservadora Gran Alianza Nacional (GANA), que agrupa a tres partidos de derecha, fue proclamado presidente con el 54,13% (1.235.303 votos válidos), mientras que Alvaro Colom de la Unión Nacional de la Esperanza (UNE, de centroizquierda) recibió el 45, 87 % (1.046.868 votos). Berger, que tomó posesión del cargo el 14 de enero, se propone mejorar las relaciones con la Casa Blanca, que se tensaron durante el gobierno de Alfonso Portillo. “Vamos a hacer todos los esfuerzos para que las relaciones sean normales, para que podamos tener un aprovechamiento muy claro del tratado de libre comercio [TLC]” (LN, 30-12). Recientemente Guatemala, El Salvador, Honduras y Nicaragua firmaron este acuerdo con Estados Unidos. Lo que aún no explicó es cómo hará para sacar del hambre a millones de guatemaltecos. Estudios oficiales señalan que el 80% de la población vive en situación de pobreza (no satisface sus necesidades básicas) y en más de 100 municipios, la extrema pobreza afecta al 60% de la población, mientras que la cifra combinada de desempleo y subempleo trepa al 46%. 

El conflicto entre Bolivia y Chile. Un poco de historia. La tradición cuenta que Tupac Katari, líder del movimiento armado aymara que en 1781 cercó durante más de tres meses La Paz, sacudiendo al imperio español, gritó antes de ser descuartizado: “Volveré y seré millones”. Su desafío parece especialmente vigente ahora que en la zona andina los movimientos indígenas demuestran una fuerte presencia política y han tenido una participación decisiva, en conjunto con otros sectores de la sociedad, en el derrocamiento de Sanchez de Lozada, oponiéndose a las políticas de libre mercado que promueve EEUU y a la erradicación de los cultivos de coca. En algún sentido, a lo que en muchos países de América Latina se apela a la hora de la lucha política para demostrar posturas soberanas y oponerse a supuestos “sectores extranjeros”, es decir, a “lo nacional”, en Bolivia puede ser entendido como “lo étnico”, en relación a la identidad del pueblo boliviano con los sectores indígenas aymaras prehispánicos. Donde hay movimientos indígenas con importancia numérica y programas propios, como en Bolivia, Perú o Ecuador, la identidad indígena cohesiona a la hora de construir fuerza política y por eso es usada incluso por referentes de la burguesía. No hace mucho, el actual presidente del Perú (formado en economía en EE.UU. en lo que se conoce como “Escuela de Chicago”) apelaba a su identidad indígena como garantía de honestidad y de un buen futuro gobierno en el caso de llegar a la presidencia.

De Lozada a Mesa, del gas al mar. El anterior gobierno de Sanchez de Lozada sintió el rigor de la población boliviana que forzó su capitulación, luego de cuatro semanas de huelga nacional y del sitio a La Paz. El contexto que originó dicha renuncia tuvo que ver con la “guerra del gas”, que estalló en octubre pasado cuando la población boliviana se opuso a que desde Bolivia se enviara gas licuado a EEUU. y México a través de un puerto chileno (ver Análisis – Octubre 2003). Dicho convenio era irrisorio: por cada dólar pagado al estado boliviano por impuesto y regalía, el consorcio Pacific LNG percibía U$S 24. Toda esta transacción fue suspendida y la empresa estadounidense Sempra Energy, que compraría el gas de Bolivia, firmo un acuerdo de 20 años para comprar gas licuado a Indonesia. 


La asunción de Carlos Mesa –que como vice de Lozada se aparto al calor del conflicto– carga con la imposición de la protesta social, que le había impuesto un plazo de 90 días para que responda a las demandas sociales. En la desesperada búsqueda de apoyo popular, el presidente propuso que las petroleras paguen mas impuestos, lo que fortalecería Yacimientos Petrolíferos de Bolivia (YPFB). También puso fecha al referéndum sobre el gas para el 28 de marzo, contemplando la instalación de redes de gas domiciliarias, escuchando el reclamo de priorizar el uso interno. Además, instó al Congreso para que apruebe una ley de reforma a la Constitución que introduzca la posibilidad de una Asamblea Constituyente, sosteniendo que es el ámbito adecuado para un “ Pacto social” que establezca el “Modelo de país y de democracia”. Tratando de apartarse del polvorín en que está sentado, sumó a su timorato intento de reformas una reivindicación de cariz nacionalista, afirmando la demanda boliviana de recuperar la salida al mar, de la cual depende, dijo, “la estabilidad de la región”. Chile, el destinatario directo de este exhorto salió a contestar inmediatamente con su Canciller Soledad Alvear diciendo que la estabilidad de cada país depende de su política interna. De esta manera resurge el histórico reclamo boliviano de recuperar su salida al mar perdida en el siglo XIX en la Guerra del Pacifico. 

Otro poco de historia. Este conflicto bélico se ocasionó cuando Bolivia rompió un pacto firmado en 1874 con Chile, quien le cedía los derechos de la zona de mar ubicada entre el paralelo 23 y 25 a cambio de ventajas impositivas y precios de exportaciones fijas del salitre. En 1879 Bolivia subía 10 centavos el quintal de salitre que los chilenos importaban: esta fue una excusa perfecta para que –con una potencia imperialista detrás, Inglaterra– Chile invadiera Antofagasta, haciendo que Bolivia pierda su salida al Pacífico. Pero el costo de estos territorios por su riqueza mineral significó también la ocupación de Lima (por tres años) ya que Perú le había declarado la guerra a Chile por un tratado de solidaridad con Bolivia. 

El conflicto actual y sus repercusiones en la región. En la Cumbre de Monterrey, Mesa se mostró dispuesto a dialogar con Lagos, pero condicionó restablecer relaciones diplomáticas (rotas vía embajada desde 1962, con un breve paréntesis 75-78 donde la dictadura de Pinochet y la de Banzer intentaron acordar una salida al problema sin éxito) hasta que la demanda no tenga solución definitiva. El temor chileno de que en la Cumbre el enfrentamiento se multilateralice (“Bolivia ha convertido un asunto bilateral en un laberinto: una conversación en una asamblea” se quejó la Canciller chilena – C, 10-1) no fue en vano. Mientras que Argentina propuso crear un “corredor de la paz” con salida para Bolivia, Brasil fue más cauto ofreciendo colaboración, pero reconociendo la bilateralidad del conflicto, lo que Chile agradeció. Mientras tanto, Perú, involucrado directamente (luego de la guerra, en 1929, firmó con Chile un acuerdo de tratativas mutuas ante cualquier reclamo boliviano), dijo que tendrá una posición positiva, constructiva y creativa. El presidente Chávez decidió llamar a las cosas por su nombre: “Chile es una hermana república, pero la verdad es la verdad, y nosotros estamos con la verdad y la justicia” (C, 19-1). 

La protesta al interior de Bolivia. Mientras tanto, el líder del Movimiento al Socialismo (MAS), Evo Morales, dio suspendida su participación en un seminario a realizarse en Chile. El motivo fue el clima de hostilidad e intolerancia. Morales respondió llamando a crear una conciencia nacional: “si queremos retornar al mar tenemos que pensar seriamente en las relaciones comerciales porque no es posible que haya relaciones comerciales y no haya relaciones diplomáticas” (LN, 16-1). Este llamado fue avalado por el Ministro de Desarrollo Xavier Nogales, quien propuso endurecer el comercio bilateral, enmarcándolo en una lucha contra el contrabando que, según la Cámara Nacional de Comercio Boliviana, en el 2003 llegó a U$S 304,5 millones, siendo el comercio formal de U$S 130 millones la exportación chilena. El titular de la aduana de Bolivia, Bruno Giussani confirmó que los controles serán más estrictos. Pero la protesta social subió de tono con las acciones de las militantes de la Federación de Mujeres de El Alto, quienes en pleno mercado incendiaron mercancías chilenas al grito de “muera Chile, el Caín de América Latina” o “muera el usurpador”. La medida fue llevada a cabo con el apoyo de puesteros y paseantes. 


Ahora, tal como ocurrió en octubre, aunque en esta ocasión más fuertemente, aparecen fenómenos de fragmentación dentro de la protesta social. Diferente fue la movilización de padres de familia de El Alto, que, al bajar al Ministerio de Educación reclamando más maestros en las zonas marginales de la capital, fueron recibidos por una estruendosa silbatina, seguida de insultos y bombas de agua, municiones arrojadas de los pisos altos, mientras que a los costados de la marcha los trabajadores del centro se quejaban. De la cuestión de la soberanía se hicieron cargo todos, desde Mesa hasta Quispe y la Central Obrera Boliviana (COB), pasando por Evo Morales –quien cada vez más concentra el descontento social, al menos de los que siguen pensando en la renovación de las figuras políticas dentro del mismo esquema institucional–, pero no todos reclaman y proponen lo mismo. La estrategia de Mesa de tomar la antigua reivindicación de 120.000 Km. de territorio y 400 Km. de playa apunta al nacionalismo como forma de reforzar su posición política y encontró apoyo en amplios sectores de la población. Pero las fuerzas sociales organizadas no están en el mismo lugar que antes de octubre, tienen la experiencia de derribar a un gobierno y exigirle soluciones en el transcurso de 90 días, que, al no cumplirse, pusieron en acción nuevamente al movimiento.


Esto se aprecia claramente en el anuncio –realizado por 30 organizaciones campesinas, obreras y grupos indígenas reunidos en Cochabamba– de convocar un paro por tiempo indeterminado para el 10 de febrero contra el gobierno de Mesa. Entre estos movimientos se destaca el Sindicato de Campesinos que encabeza Felipe Quispe, de 61 años, un autotitulado malku (o jefe), reconocido por vastos sectores de la población aymara boliviana. Esta línea declara como meta revertir la historia. Derrocar al gobierno, deshacer Bolivia como Estado-nación y volver a lo que existía antes de la conquista española. 


Por su parte la Central Obrera Boliviana (COB) comparte con la organización campesina la caracterización de que Mesa traicionó los reclamos de la insurrección popular de octubre. “Mesa es la continuidad del gobierno de Sanchez de Lozada y el modelo neoliberal. No sólo se somete a las presiones del FMI, sino que sigue respondiendo a los intereses de la elite” (C, 24-1). Además de romper con el FMI, la COB exige un sueldo mínimo que debería pasar de 700 bolivianos (u$s100) a 1000 bolivianos (u$s 120) y también la nacionalización del gas y el llamado a Asamblea Constituyente. La “guerra” ha sido declarada por Roberto de la Cruz, líder de la Central Obrera Regional (COR) de la populosa ciudad de El Alto, quien dijo: “hacen falta cambios estructurales y esto sólo se dará con el levantamiento” (C, 24-1). Este dirigente tampoco ahorró palabras para criticar a Evo Morales de estar en sutil cogobierno con Mesa. El pedido común de todas estas organizaciones es la anulación de la ley de hidrocarburos que habilita la venta de gas a EEUU. La convicción de cambio de estos sectores se expresa en las palabras de Quispe, cuando dice: “vamos a ser nosotros, el pueblo, los que tomemos el poder” (LN, 19-1); o en las de De la Cruz, anunciando próximos enfrentamientos que serán “la madre de todas las batallas” (C 24-1). 


Ante esta situación, la preocupación en EE.UU. es evidente, tanto en la renovada ofensiva boliviana por recuperar una salida al mar, entendiéndolo como una cuestión de orden fundamentalmente bilateral, pero ante todo por los niveles de radicalización que alcanzan las organizaciones obreras y campesinas. Por eso apuestan a darle aire al gobierno de Mesa, a pesar de su insospechado “nacionalismo”. Phil Chicola, director de la oficina de asuntos andinos del Depto. de Estado, calificando como “fuerzas antisistemas” a los movimientos que participaron del octubre rojo, se pronunció optimista ante el mandato de Mesa: “después de 90 días, yo creo que ese gobierno va a sobrevivir por muchos buenos meses más” (LN, 23-1)

Otro viraje político en Brasil. A modo de cierre del balance político habíamos anunciado los cambios que introdujo Lula en su gobierno. Si muchos se habían sorprendido de la actitud poco feliz por parte del PT para con su oposición interna, que llevó a la expulsión de 4 dirigentes de peso, muchos se seguirán sorprendiendo –o a esta altura quizás no tanto– de la incorporación de hombres del Partido del Movimiento Democrático (PMDB) al gobierno. El PMDB es el partido de los ex presidentes Sarney y Franco, y es de los más importantes en Brasil: cuenta con 6 gobernadores, 78 diputados y 22 senadores, que sumados a los propios del PT le otorgan mayoría absoluta al gobierno para sancionar nuevas leyes. A su vez, se le concedieron dos ministerios, el de Comunicaciones y el de Providencia (que se tiene que encargar de administrar las cajas de jubilaciones luego de aprobada la reforma). Además, el PMDB controla 1220 intendencias (1/5 del total) y este año hay elecciones municipales, por lo que el gobierno se asegura así, el control de gran parte de ellas. La medida consolida aun más el poder político del presidente, quien también relevó otros 7 ministerios, de donde se sacó de encima a funcionarios que cuestionaban su política económica, como por ejemplo el Ministro de Educación, Cristobam Buarque –figura respetada por todas las fuerzas políticas–, quien estaba de visita oficial por Europa y recibió la noticia por teléfono. “Quiero ministros para presentar resultados, no para que se pongan a hacer tesis”, comentó un futuro ministro al diario Folha de Sao Paulo. “Por eso decidió [Lula] convocar en su mayoría diputados que hicieron carrera en el interior por su habilidad política y pragmatismo” (LN, 24-1). Este corrimiento a la derecha le permite a Lula terminar de aglutinar fuerzas que acepten tanto su política regional como financiera. Así, quizás gente con experiencia le ayude a compartir frases que deben poner incómodo al ex líder metalúrgico, como la que esbozó en los últimos días del año 2003 a modo de balance de su gobierno y en relación con los números que presentamos anteriormente: “A ningún niño le gusta recibir una vacuna, pero la madre los obliga. ¿Y por qué? Porque la madre sabe que así está asegurando el futuro de su hijo. Eso fue lo que nosotros hicimos: fue una especie de vacuna para garantizar un futuro mejor para el pueblo brasileño” (C, 30-12).

Argentina

La pelea por los negocios

Se sabe que el año que acaba de comenzar es, en materia de políticas económicas, clave. En marzo, vencen con los organismos multilaterales de crédito, U$S 3.600 millones; en junio comienzan a establecerse las metas fiscales (en la relación Argentina – FMI) para los próximos dos años; y, como telón de fondo, EE.UU. pretende imponer el funcionamiento del ALCA en enero de 2005. Por todo esto, en el frente externo, el comienzo del año 2004 fue testigo de una profundización de las tensiones entre el gobierno argentino y los centros financieros internacionales, desplegadas ya, en diciembre del año pasado. 

A nivel interno, con la recomposición de la acumulación del capital, todos los sectores de la burguesía buscan consolidar su posición, desatando serias contradicciones con algunas ramas de la industria brasileña; mientras la tensión social, aunque lejos de resolverse, continúa latente.

El Frente Externo: los centros financieros internacionales redoblan las presiones y el gobierno de Kirchner opera en las fisuras de los acreedores. En el último mes del año 2003, el FMI dio a la Argentina una sutil demostración de fuerza. Se abstuvo de aprobar la revisión de las metas, programadas en el acuerdo firmado en septiembre. Sin aval del organismo, no llegó el dinero para cubrir un vencimiento clave. Así, para evitar el default con los organismos de crédito, el gobierno de Néstor Kirchner se vio forzado a pagar con reservas del Banco Central, unos U$S 358 millones. Fue recién el día 28 de enero, cuando –con más de un mes de atraso– el FMI aprobó las cuentas argentinas. Con todo esto, cabe observar, por un lado, las divisiones al interior de los organismos que expresan al capital financiero imperialista, en torno al “caso argentino”. Por el otro, la batería de presiones que una de estas fracciones descarga sobre el gobierno de Kirchner. Por último, los compromisos que la Argentina sí cumplió con el Fondo.

La aprobación, en el seno del Fondo Monetario Internacional, de la revisión del acuerdo firmado con la Argentina, no fue unánime. En el G-7 (grupo de países más ricos del mundo) votaron de manera positiva EE.UU., Canadá, Francia y Alemania. Pero se abstuvieron de dar el aval Japón, Italia y Gran Bretaña. Fuera del G-7, también se abstuvieron Holanda, Suiza y Austria, mientras España votaba por la continuidad del acuerdo. La divisoria de aguas también se reprodujo al interior de EE.UU. Inclusive el propio Fondo, luego de dar a conocer su veredicto, “emitió un comunicado severo contra la Argentina” (según el analista Marcelo Bonelli, en C, 30-1). 

Como venimos observando en Análisis anteriores, el capital financiero internacional, reclama celeridad en la resolución de los siguientes puntos principales: el ajuste de las tarifas de los servicios privatizados; la reestructuración del sistema bancario (que implica la compensación monetaria a los bancos, por parte del Estado); la sanción de una nueva ley de coparticipación (que redunda en un mayor ahorro fiscal por parte de las provincias); la implementación de una reforma impositiva (abolición del impuesto al cheque y gradualmente de las retenciones); y la renegociación de la deuda que posee el Estado argentino con los acreedores privados (actualmente en default). De todas maneras, la frágil situación social que se mantiene en la región (fundamentalmente en Sudamérica) inclinó la balanza a favor del acuerdo. 

No obstante, el despliegue sucesivo de presiones, emitidas desde los centros financieros internacionales y desde EE.UU., lejos de amainar, aumentó. 

Los EE.UU. votaron a favor de la Argentina, en el seno del FMI. Sin embargo, parte de la primera línea del gobierno de George Bush, comparte la tendencia “dura” de avanzar con las reformas estructurales en la Argentina, cueste lo que cueste. Fue el subsecretario de Asuntos Hemisféricos, Roger Noriega, quien criticó al gobierno argentino. En relación con su política hacia Cuba habló de “preocupación y decepciones” en EE.UU. por el “giro a la izquierda” de la Argentina (C, 09-1). Unos días más tarde, el secretario de Estado, Colin Powel, ratificó las críticas de Noriega, subiendo el tono a la disputa. Luego, la consejera de Seguridad, Condolezza Rice, preguntó “¿Por qué no avanzan las reformas estructurales?” e instó a Kirchner a “tomar decisiones muy difíciles” (C 10-1). Paralelamente, el Banco Mundial publicó un documento en donde, entre líneas, invitaba al pánico financiero. Dando a entender que, sin las compensaciones a los bancos, la redolarización de los depósitos, la autonomía del Banco Central y un aumento del superávit fiscal, la insolvencia de los bancos y la crisis financiera argentina, será irreversible (LN 12-1). 

También desde el FMI, el enviado al país, John Thornton, llamó la atención sobre la inestable situación financiera: “Si no se avanza seriamente en el saneamiento patrimonial del sistema bancario, la descapitalización de las entidades puede llevar a una nueva crisis”. Desde esta línea argumentativa pidió al Gobierno argentino que otorgue compensaciones por 10.000 millones de pesos (C, 29-12). Pero, como no podía ser de otra manera, a la voz de Thornton, se sumó la de la más intransigente Anne Krueger. En esta oportunidad, la vicedirectora del Fondo reclamó una “mayor disciplina fiscal”, lo que equivale a decir: reducción del gasto provincial garantizado por una nueva ley de coparticipación. Consciente de las paupérrimas condiciones de las denominadas “economías regionales”, también Krueger (como Condolezza Rice) aceptó: “A veces los pasos que necesitan darse son obvios, pero no completamente indoloros” (LN, 17-1). Insaciable, unos días más tarde, la femme fatale del Fondo, volvió a la carga. El tema: el carácter “urgente” de las negociaciones con los acreedores privados. Urgentes y necesariamente “justas y de buena fe” (C, 26-1). La ambigüedad de los términos “justas” y “buena fe”, como base argumentativa de una disputa de carácter internacional, vuelven a aparecer en boca de otro “primera línea” del gobierno norteamericano. Estamos hablando del titular del Tesoro, John Snow , quien hizo suyas las palabras mágicas “justas y de buena fe” (LN, 24-1).

Finalmente, descargaron sus quejas grandes banqueros, gurúes de la economía y otros cuadros de las finanzas internacionales. En el célebre foro organizado en la ciudad de Davos, tres referentes económicos de Wall Street, dijeron lo suyo: “No soy demasiado optimista” sobre la situación argentina, dijo [Jacob] Frenkel. Para [Stephen] Roach, la recuparación actual que está registrando la economía es un mero ´rebote´ tras la depresión de los años anteriores” (LN, 22-1). Por otro lado, Charles Dallara, director del Instituto de Finanzas Internacionales (IFI) contribuyó a la construcción de un auténtico “clima” de pánico. Para él, “la estrategia del gobierno argentino para sostener la recuperación económica es miope: está sembrando las semillas para la desgracia de su población a mediano plazo” (LN, 16-1).

Con todo, una práctica contundente –más allá de la retórica agresiva de los capitales financieros más concentrados– puso en cuestión el proceso de renegociación de la deuda en default. Uno de los requisitos necesarios para refinanciar la deuda con los acreedores privados es contar con los bancos que se encargarán de colocar (cobrando una comisión) los nuevos papeles de deuda. Es decir, los bancos toman los bonos en default y “colocan” en el mercado nuevos bonos o letras de deuda, emitidos por el Estado argentino. Los gigantes JP Morgan, Citigroup, Morgan Stanley, Lehman, Goldman Sachs, Deutsche Bank, Banco Nacional de París y el japonés Nomura, abandonaron el negocio de la reestructuración de la deuda, argumentando públicamente que la quita del 75% en el valor de ésta –según el proyecto del gobierno argentino– no es viable (C, 29-1). La acción es, como suele decirse, un verdadero palo en la rueda para la dinámica de las negociaciones, porque sin bancos de esta envergadura, la reestructuración de la deuda –que alcanza los U$S 106.200 millones– es, simplemente imposible.

Ahora bien, contra toda esta descarga de presiones, el gobierno argentino respondió, hasta el momento, con la misma intransigencia. Néstor Kirchner, Roberto Lavagna, Alberto Fernández y otros funcionarios de primera línea, coincidieron en el siguiente punto: sólo se pagará el 25% de la deuda a los acreedores privados. Sus arengas, publicadas en los medios masivos de comunicación, se han dirigido a la búsqueda del consenso y apoyo de las masas. El mismo Kirchner sintetizó la postura oficial, hace unos meses: “Yo no voy a aceptar una quita de sólo el 60% de la deuda, porque eso obliga a duplicar el ajuste y precisamente así se afectará la gobernabilidad” (C, 28-11). Ningún hombre del gobierno, ha cambiado, hasta ahora, un ápice de esta afirmación. 

Con todo, un acontecimiento demostró que el gobierno argentino está operando sobre la brecha abierta entre los organismos de crédito; es decir, los capitales financieros más grandes del mundo, por un lado, y los acreedores privados de la Argentina (bancos, bonistas de distintos países, futuros jubilados argentinos inscriptos en el régimen privado de jubilación) por el otro. Como ya sabemos, los acreedores de la deuda en default se han venido organizando en nucleamientos cada vez mayores. Desde éstos, han presentado demandas judiciales contra el Estado argentino en varios tribunales del exterior. Pero fue en un tribunal de la ciudad de Nueva York en donde se destapó la fisura entre los acreedores. Ante el avance de los embargos contra el Estado argentino, se descubrió que éstos incluían los pagos a los organismos multilaterales de crédito. Ante semejante riesgo, desde EE.UU., la Reserva Federal, el Departamento del Tesoro, el Departamento de Justicia y la Asociación de Clearing (que contiene a los principales bancos que operan en el país del norte) exigieron al juez competente en el caso, Thomas Giesa, que rechace toda retención de fondos dirigidos hacia los organismos de crédito. Así, se realizó en la práctica, la oficialmente denominada política de “bolsillo único”: se paga al FMI, al Banco Mundial y al Banco Interamericano de Desarrollo y luego a los acreedores privados. 

En este sentido, Roberto Lavagna, hábilmente postuló: “Los mismos países del G-7 fijaron una serie de prioridades, por ejemplo la de atender a los organismos de crédito multilaterales, al Fondo en particular” (C, 11-1). La provocación del Ministro contribuye a las acusaciones de algunos grupos de acreedores privados, que acusan al FMI de ocupar una posición de “acreedor privilegiado”.

La misma dureza con que el Gobierno trata a los acreedores privados se observa en la relación con las empresas privatizadas. Ya a fines de diciembre, desde el Ente Tripartito de Obras y Servicios Sanitarios (ETOSS), el Gobierno intimó a la compañía Aguas Argentinas a que pague indemnizaciones a los clientes afectados por la baja presión del agua. La suma ronda los $ 2.500.000. Además, el mismo Kirchner intimó a dicha empresa a hacer inversiones en el país. Pero, sin duda, el acontecimiento más destacado en esta pelea fue la reestatización del control del espacio radiofónico. Un decreto presidencial anuló la concesión ganada por la empresa de capital francés, Thales Spectrum, en el año 1997. 

Una vez más, en la búsqueda por recomponer la legitimidad, desde el Gobierno se alentó la idea de “recuperar el dinero malhabido” en privatizaciones turbias. Fue el Ministro Gustavo Béliz quien dijo: “(El caso) no tiene que quedar simplemente en la anulación de esta concesión (...) En la Argentina, los delincuentes que han hecho privatizaciones en el marco del Estado no sólo tienen que ir a prisión, sino también devolver la plata que han cobrado” (C, 26-1). Al mismo tiempo, apelando a la identidad nacional, se negó la posibilidad de reprivatizar el área, considerada geopolíticamente clave.

Finalmente, nos resta observar qué requerimientos del FMI y del capital financiero internacional ha ejecutado en regla el Gobierno. Uno de los cumplimientos se trató de la derogación de los planes de competitividad, aplicados por Domingo Cavallo en el 2001 (durante la presidencia de Fernando De la Rúa) que otorgaba reducciones impositivas a algunos sectores de la economía (por ejemplo el petroquímico, el postal y el ceramista). Otra reglamentación, fuertemente exigida por el Fondo, fue la compensación a los bancos, por $ 2.800 millones. Los bancos, que exigen $ 10.000 millones, dijeron que la medida no era suficiente. De todas maneras es una clara señal a Washington, en función del mantenimiento de las relaciones. El último ítem que comenzó a discutirse seriamente es el de la constitución de una nueva ley de coparticipación entre el gobierno nacional y las provincias, a sancionarse en el 2005. En vistas de esto, la Nación, representada por Roberto Lavagna y Aníbal Fernández, firmó un acuerdo con los gobernadores de seis provincias (Buenos Aires, Catamarca, Chaco, Jujuy, Río Negro y Tucuman) y el jefe de Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Con esto, las provincias asumen el compromiso de lograr un ahorro fiscal de $ 1.131 millones en el año en curso, no emitir cuasimoneda ni endeudarse fuera del programa (C, 24-12).

Con todo esto, debemos preguntarnos, en función del análisis, qué fuerza social se constituye detrás del gobierno de Néstor Kirchner.

El Frente Interno: la unidad entre Rocca y Pagani y la ruptura con Brasil. Cuando afirmamos, por ejemplo, que el Gobierno argentino, o el Gobierno de Néstor Kirchner supo sacar crédito de las fisuras entre los acreedores internacionales, estamos diciendo que un sector de la burguesía con intereses en el país aprovecha esa ruptura de las finanzas internacionales para hacerse con una porción mayor de los beneficios. En este mes, ante las presiones externas, se alinearon prontamente algunos grandes capitales (aunque pequeños a nivel internacional) con respecto a las políticas oficiales. Si hasta el mes pasado sobresalía en el escenario interno la disputa entre el presidente de Arcor, Luis Pagani, y el titular de Techint, Paolo Rocca (públicamente alineado con el gobierno nacional), ahora se resalta la unidad de ambos capitales (y los capitales más pequeños que se abroquelan detrás de ellos). En rigor, fue Pagani quien celebró la quita del 75% en la deuda en default: “Si se miran los números macroeconómicos, se ve que es imposible hacer otra propuesta”. Junto a Luis Mario Castro, de Unilever, y en nombre de la Asociación Empresaria Argentina (AEA) que nuclea a las setenta principales empresas del país, afirmó que: “Si se ajusta, se ahoga la recuperación (...) La Asociación Empresaria apoya la posición de no modificar la pauta fiscal acordada con el Fondo Monetario. Es importante mantener la pauta de un superávit del 3%”. 

El interés de esta fracción del capital –coincidente con Techint y con la Cámara Argentina de la Construcción– es ajustar al mínimo los pagos dirigidos a los acreedores internacionales. En cambio: “El excedente fiscal debería destinarse a los planes de infraestructura que quedaron paralizados, o en créditos para las empresas pequeñas y medianas, a tasas más bajas y plazos mayores” (C, 23-12).

Otras demostraciones de apoyo a la gestión exterior del gobierno llegaron del hombre de Pagani en la Unión Industrial Argentina (UIA) y dirigente oficial de la misma, Alberto Álvarez Gaiani: “es un buen avance del presidente (...) El acuerdo que se había alcanzado en septiembre era muy favorable para el país y las conversaciones que se hagan a futuro tendrán que seguir esos preceptos”. Desde la Cámara de la Construcción, su vicepresidente, Monir Madcur, sostuvo que “era lo que esperábamos y a futuro vale la pena insistir con el superávit del 3%”. Aunque con menos fervor, también se celebró la relación con el Fondo desde la Cámara Argentina de Comercio (C, 10-1).

Pero, si por un lado destacamos el “momento” de la unidad de esta fracción del capital, debemos reconocer por otro la situación de ruptura con respecto a algunos sectores de la economía brasileña. 

Desde hace tiempo venimos observando las tensiones que se desarrollan entre algunos sectores de la economía argentina y la brasileña. En esta oportunidad, el cuestionamiento del Mercosur llegó desde la industria textil. La fundación Proteger, la UIA y la Federación de las Industrias Textiles Argentinas, denunciaron la “invasión” de productos textiles brasileños a menor precio de mercado. En primera instancia Roberto Lavagna, anunció la suspensión de importaciones de productos textiles automáticas desde el país vecino. Implementando este mecanismo, se buscaba retrasar las entradas de los productos, gracias a trabas burocráticas. La propuesta de los industriales brasileños fue la de acordar con sus pares argentinos una reducción del 25 % de las importaciones, lo que fue aceptado por los diplomáticos. Así transcurrió la última semana del mes de enero. La imposibilidad para llegar a un acuerdo definitivo ha sembrado muchas dudas sobre el futuro del Mercosur como área económica libre. Aunque el gobierno brasileño le puso paños fríos al asunto (“al presidente Lula da Silva no le interesa mostrar ante el mundo una pelea con la Argentina, que es el socio estratégico” – C, 25-1), el presidente de la Asociación Brasileña de la Industria Textil, Paulo Skaf, reflexionó, luego del fracaso del diálogo: “Recibimos propuestas ridículas, desubicadas, fuera de la realidad. ¿Dónde va a terminar el Mercosur con esta historia? Ahora son los textiles ¿y después qué productos van a ser?”. El criterio de Skaf es totalmente válido. Sobre todo en vistas del ALCA. Si la burguesía textil brasileña y argentina dependen del mercado argentino y no pueden llegar a un acuerdo mínimo, la apertura irrestricta de la economía, a nivel continental, augura reclamos y conflictos en la mayoría de los sectores de la industria y, por qué no, los servicios. La conclusión del textil Skaf se entiende en función de la tendencia del capitalismo mundial hacia la constitución de áreas de libre comercio, cada vez mayores: “Ya no es una cuestión de números, es algo conceptual sobre el funcionamiento de lo que debería ser el Mercosur” (LN, 30-1).

Otro sector de la industria local exigió al gobierno medidas de protección. Desde la Asociación de Industriales Metalúrgicos de la República Argentina se acusó la situación de aranceles de importación del 0% para bienes de capital, que ingresan al país a “precios viles”(Solicitada publicada en C, 9-1). Daría la sensación de que capitales como Techint, que requieren sumar fuerzas conduciendo a estos capitales menores –los que exigen protecciones arancelarias–, en la discusión por las condiciones del ALCA –al que Techint adhiere– se hallan en un callejón sin salida. Al menos, por ahora.

La pelea política

En estos primeros meses de gobierno de Kirchner, todos los temas presentados como claves por el Gobierno han tenido un aspecto fundamental en el intento de reconstruir la gobernabilidad que había sido amenazada durante el 2001 y 2002. Casos típicos son los de las reformas judicial, policial y militar. En los casos de las posturas adoptadas por el Gobierno ante los organismos de crédito multilateral (Fondo Monetario Internacional, Banco Mundial, Banco Interamericano de Desarrollo) y con los acreedores privados de deuda en default, así como con las empresas privatizadas –tanto en manos de capital extranjero como local– por las tarifas y la discusión de los contratos en la prestación de servicios públicos, e incluso los diferentes encuentros con gobiernos extranjeros, se trata nada menos que de encarar dichos problemas en su aspecto nacional, como nación oprimida dentro de la cadena imperialista. Ejemplo de ello fue el encendido discurso dado por el presidente Kirchner en la última cumbre americana en Monterrey. Para esta política resulta fundamental en el plano exterior la sociedad con Brasil en el impulso dado al Mercosur, y con el resto de los países latinoamericanos, en la discusión sobre el ALCA, impulsada por EE.UU. Y en el plano local, el apoyo del empresariado, por lo que desde el propio gobierno se llamó a reconstruir una “burguesía nacional”. 

Claro que esta política no está exenta de contradicciones con los propios sectores empresariales que la impulsan, como lo vemos claramente en el conflicto descripto más arriba por el cupo de importación textil al interior del propio Mercosur. 

Sin embargo, mas allá de estas contradicciones, es cierto que plantear los problemas desde su forma nacional permitió al gobierno de Kirchner cierto consenso en la población, en la búsqueda por reconstruir la gobernabilidad. Y el presidente lo utiliza en cada aparición pública, como es el caso de su discurso en Olavarría, provincia de Buenos Aires, con motivo de la entrega de subsidios para la construcción de viviendas, donde Kirchner señaló: “Nunca más la Argentina de la impunidad, ni la impunidad de ayer, cuando barrieron a la generación de jóvenes argentinos por el sólo hecho de pensar en un país diferente, ni la impunidad de hoy, de los que se robaron la Patria” (C, 20-1). 

En consonancia con este discurso, se pronunció monseñor Eduardo Mirás, presidente del Episcopado nacional: “Nuestro país continúa enfrentando una penosa crisis social. La justicia, la equidad y el reconocimiento de la dignidad de todos, continúan siendo virtudes ausentes ante la insaciable apetencia de poder y la voracidad económica de muchos sectores” (C, 22-12).

Mientras tanto, continúan las voces de alarma señalando que la separación entre la población y la dirigencia política sigue vigente. Así lo entiende el historiador Natalio Botana, en una serie de entrevistas a diferentes intelectuales realizada por un matutino porteño: “La crisis de representación no ha sido superada, y eso plantea en el horizonte inmediato una posible inestabilidad” (LN, 27-12).

Inclusive en EE.UU. se entiende que la reconstrucción de la gobernabilidad no ha sido lograda, por lo que las presiones no contienen la fuerza que tendrían en otro momento: “Nadie quiere comprometer al Gobierno y menos desestabilizarlo en un momento de altísima sensibilidad en la región”, reflexionó un vocero diplomático de Washington (C, 7-1).

Sin embargo, la estabilidad lograda en el conflicto social no se basa sólo en un discurso nacional, sino también en una amplia entrega de subsidios que contiene la gravedad de la crisis económica. El corazón de esta política está en los más de 2 millones de planes Jefas y Jefes de Hogar desocupados, ideado hace ya más de un año justamente por la Mesa del Diálogo, conducida por el clero nacional. 

Pero además de esto, se va construyendo toda una red de subsidios. Justamente el discurso de Kirchner en Olavarría fue dado en el marco de la entrega de $ 210.000 para la construcción de 80 viviendas en esa ciudad. Este dinero será repartido entre 10 cooperativas, 6 de las cuales pertenecen a la agrupación piquetera que más adhiere al gobierno, la Federación de Tierra y Vivienda, conducida por Luis D´Elía, quien se encontraba en el acto junto a Kirchner (C, 20-1).

Por otro lado, fue lanzado un programa que destinará $ 90 millones para que beneficiarios del plan Jefes y Jefas encaren emprendimientos productivos. Ese subsidio, dirigido por la Ministra de Desarrollo Social Alicia Kirchner, se llevará adelante a través de la red de intendencias municipales (C, 7-1).

Desde este Ministerio se pretende elevar en 2004 a 35.000 el número de microemprendimientos sociales subsidiados por el Gobierno (C, 15-1).

También el gobierno porteño anunció la entrega de $ 13.600.000 al Movimiento Territorial de Liberación (MTL) para la construcción de viviendas (C, 19-1).

Como vemos, la red de subsidios está montada sobre los poderes locales, es decir, las intendencias. Justamente esta red de intendencias es una de las más cuestionadas por la población en cuanto a su carácter clientelista en el manejo de los subsidios. El propio titular de la organización católica Cáritas, monseñor Jorge Casaretto, señala: “...hay que llevar adelante la reforma política y del Estado para darle credibilidad (...) El riesgo es que el intendente pueda manejar el consejo y siga habiendo manejo político de los planes. Desarrollo Social está trabajando mucho en la capacidad de la sociedad civil para que las organizaciones sociales aparezcan comprometidas en los consejos consultivos y se equilibre el poder excesivo de los intendentes” (C, 26-12).

Las palabras del monseñor no son casuales. Vienen a mostrar una de las mayores contradicciones de la coyuntura política nacional. Es que todos los esfuerzos realizados hasta el momento por reconstruir la confianza de la población en la dirigencia política no han dado los frutos esperados, como lo muestra claramente la tendencia abstencionista en las elecciones, la cual se profundizó desde octubre de 2001 y se mantiene hoy en día, tal como observamos en el minucioso análisis que realizamos a través de la seguidilla de elecciones provinciales realizadas durante 2003 (ver Análisis – Diciembre 2003). Sin embargo, en dicho análisis también observábamos cómo, justamente, esta red clientelística de poderes locales fue lo que permitió reconstruir la poco sólida base de representatividad actual. Es por eso que la contradicción está latente, y tiende a estallar, ya que lo que aparece como necesario para sostener la representatividad es lo mismo que se necesita desactivar para consolidar dicha representatividad. 

Conflicto Social

Desde el 22 de diciembre hasta el 30 de enero de 2004 se registraron los siguientes hechos: 8 marchas y movilizaciones; 7 jornadas de cortes de rutas, autopistas y/o calles, destacándose en uno de ellos la toma de los peajes, en el cual se dejó circular libremente a los automovilistas. Esto último lo realizó el Movimiento 29 de Mayo. También se desarrolló un paro bancario de 3 horas, en bancos de la Asociación de Bancos de la Argentina (ABA), en donde se registraron roturas de inmuebles. Días más tarde, trabajadores bancarios ocuparon una sucursal del Banco Francés. 

Fue en la provincia de Santa Fe en donde se registraron los hechos de mayor agitación: manifestantes arrojaron alimentos, botellas y palos al gobernador Jorge Obeid; se produjo una toma simbólica de la Catedral; se arrojaron piedras y se causaron algunos incendios a la Casa de Gobierno de la provincia. La policía reprimió con gases y balas de goma. También en esta provincia se produjeron 2 movilizaciones y marchas y 2 jornadas de cortes de ruta o accesos a la ciudad. 

En Mendoza se registraron choques entre la policía y vendedores ambulantes.

Las organizaciones que protagonizaron estas jornadas fueron: la Coordinadora de Barrios Inundados e inundados independientes (4 acciones); el MIJD y el MTD Aníbal Verón (3); los partidos de izquierda, el Polo Obrero, el Movimiento Territorial de Liberación, el MST - Teresa Vive, los trabajadores bancarios (2); la CCC, el Movimiento Teresa Rodríguez, vendedores ambulantes, los familiares y amigos de los 3 chicos fusilados en Floresta, la CTD Aníbal Verón, Barrios de Pie, la Federación Tierra y Vivienda, MTD La Verdad, Movimiento de Unidad Popular, el Movimiento 29 de Mayo (1).

Entre las demandas y consignas encontramos: aumento de subsidios y Planes Trabajar (5); castigo a los responsables de crímenes políticos (3); reparto de alimento y dinero a los inundados en Santa Fe (3); esclarecimiento y castigo a culpables por explosión de bomba en la marcha del 20-12 (2); libertad a presos políticos (2); aumento salarial (2); repudio al reparto de alimentos a inundados con “fines políticos”(1); atención médica (1); elecciones en el Pami (1); descuento en pasaje de tren para asistir a asamblea de piqueteros (1); y anulacion de la Ley de Reforma Laboral (1).

Finalmente se repitió el fracaso en las negociaciones por la unidad de las dos CGT, programada para marzo próximo (LN, 27-12). Entretanto, está en proyecto la formación de un Frente Político piquetero entre el Bloque Piquetero Nacional y el MIJD, de Raúl Castells (LN, 03-01).
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